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Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 

TESIS 
 
 

Registro digital: 2029372 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: 2a./J. 77/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
CONCILIACIÓN COMO MECANISMO ALTERNO DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS. PROTEGE EL 
DERECHO DE ACCESO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA Y, POR TANTO, GUARDA ARMONÍA CON 
LOS MARCOS NORMATIVOS CONVENCIONAL Y CONSTITUCIONAL. 
 
Hechos: La parte actora demandó del Instituto Mexicano del Seguro Social el pago del incremento 
en la pensión de cesantía en edad avanzada. El Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales 
consideró que la demanda no cumplió con el requisito de procedencia previsto en el artículo 684-B 
de la Ley Federal del Trabajo, que establece que antes de acudir a los Tribunales, los trabajadores y 
los patrones deben asistir al Centro de Conciliación correspondiente para solicitar el inicio del 
procedimiento de conciliación, por lo que la previno para que exhibiera la constancia que acreditara 
que agotó el procedimiento de conciliación prejudicial, bajo el apercibimiento que, de no hacerlo, 
se tendría por no presentada la demanda y se ordenaría su remisión a un Centro Federal de 
Conciliación y Registro Laboral. El promovente no exhibió la constancia y alegó que, en atención a 
las prestaciones reclamadas, no le era exigible. La juzgadora laboral tuvo por no presentada la 
demanda. La persona trabajadora promovió amparo y alegó la inconstitucionalidad e 
inconvencionalidad de la figura de la conciliación prejudicial por constituir un obstáculo al acceso a 
la justicia. El órgano jurisdiccional del conocimiento negó el amparo. La quejosa interpuso recurso 
de revisión. 

 
 

PRECEDENTES Y TESIS RELEVANTES DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DURANTE SEPTIEMBRE DE 2024 
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
figura de la conciliación es una herramienta idónea que contribuye a la resolución de conflictos y 
evita someter a las partes involucradas a procedimientos jurisdiccionales o contenciosos que 
pueden resultar extenuantes, costosos y desgastantes y, por tanto, su diseño abona al 
establecimiento de una justicia moderna que guarda consonancia con el derecho de acceso a la 
tutela judicial y a la celeridad en la solución de conflictos, y con múltiples instrumentos tanto de 
carácter convencional como nacional. 
 
Justificación: Diversos instrumentos internacionales, como la Carta de las Naciones Unidas, la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Convención Europea de Derechos Humanos y 
normas de la Organización Internacional del Trabajo, así como la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, a través de sus soluciones amistosas, han reconocido que la solución de conflictos no sólo 
se da por la vía jurisdiccional o contenciosa. El establecimiento de mecanismos alternos de solución 
de controversias abona a la consolidación de una justicia moderna, eficaz, amigable y expedita, 
como son las herramientas jurídicas que la Constitución Federal salvaguarda en los artículos 17, 18 
y 123, apartado A, fracción XX, a través de la figura de la conciliación y que se materializó, entre 
otros, en la materia laboral a través de la figura de la conciliación prejudicial. Con su introducción 
en el orden jurídico nacional se dotó a las personas de una alternativa para que, de manera eficiente, 
voluntaria y en ciertos supuestos, accedan a un instrumento de impartición de justicia bajo 
lineamientos más flexibles, sencillos y rápidos que les permitan dirimir posibles conflictos de una 
manera segura y con plena certeza jurídica. Esto fortalece el derecho de acceso efectivo a la justicia 
de manera expedita, breve y gratuita, al crear un espacio de comunicación y de diálogo entre las 
partes para lograr un acuerdo amistoso. Para cumplir tal objetivo, en el caso de la materia laboral, 
el Estado Mexicano creó una entidad de carácter administrativo con plena facultad constitucional y 
legal para la solución de conflictos, con absoluto reconocimiento de sus decisiones y con fuerza 
vinculante para los intervinientes. La conciliación no puede considerarse como un dique para 
impedir o disuadir el acceso a procedimientos jurisdiccionales, es decir, no veda la posibilidad de 
acudir a la vía contenciosa a través de los tribunales del país. Consecuentemente, su regulación no 
es contraria al artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo directo en revisión 4977/2023. Ricardo Vizzuet Martínez. 19 de junio de 2024. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres 
Guadarrama y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Luis María Aguilar 
Morales. Secretario: Javier Eduardo Estrever Ramos. 
 
Tesis de jurisprudencia 77/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro.  
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029375 

Instancia: Segunda Sala 



3 
 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: 2a./J. 74/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 
CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO. EL ESTUDIO DE SUS CLÁUSULAS DEBE REALIZARSE BAJO UNA 
INTERPRETACIÓN ESTRICTA Y LITERAL SIN SOSLAYAR EL PRINCIPIO DE BUENA FE CONTRACTUAL. 
 
Hechos: Una persona trabajadora demandó el pago de diversas prestaciones legales y extralegales 
derivado de la rescisión de la relación laboral por causa imputable al patrón, al considerar que ello 
debía equipararse a un despido injustificado. El Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales 
concluyó que acreditó su acción y condenó al pago de algunas de las prestaciones reclamadas. 
Contra esa decisión promovió amparo y el Tribunal Colegiado de Circuito respaldó la decisión de 
origen respecto de ciertos beneficios contractuales, al estimar que no se satisfizo uno de los 
requisitos para determinar procedente su condena. La quejosa interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que cuando 
se acredita que la relación laboral culminó por causa imputable al patrón, y el trabajador actor no 
pudo solicitar su retiro voluntario, conlleva hacer nugatorio el acceso a un derecho que se generó 
por el simple transcurso del tiempo. Consecuentemente, si bien la interpretación de las cláusulas 
contractuales es estricta y literal, debe ponderarse su naturaleza para que se consideren los 
propósitos que dieron origen a esos beneficios extralegales, lo que es acorde con el derecho 
protegido por el artículo 123, apartado A, fracción XXII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, esto es, a ser indemnizado cuando la terminación es atribuible al patrón. 
 
Justificación: La cláusula cuadragésima octava citada otorga prerrogativas económicas (prima de 
antigüedad y un beneficio adicional por años de servicios) a quien realice su retiro voluntario y 
cuente con una antigüedad mínima de quince años, consistente en el importe de diecisiete días de 
salario tabulado por cada año de servicios, y a partir del décimo sexto año recibirá diecinueve días 
por cada año de servicios; de igual forma, prevé un premio consistente en el importe de treinta y 
cinco días de salario tabulado a sus trabajadores que cumplan quince años de servicios. Si al 
culminar la relación laboral el trabajador ya contaba con al menos quince años de servicios y la 
ruptura laboral es imputable al patrón, por actualizarse alguna de las causales previstas en el artículo 
51 de la Ley Federal del Trabajo, debe condenarse a su pago como consecuencia de que el 
trabajador, por causas ajenas, no pudo optar por el retiro voluntario, y sería un contrasentido 
estimar inaplicables este tipo de cláusulas como consecuencia del proceder ilegal de la fuente de 
trabajo. Lo anterior, con la finalidad de salvaguardar la disposición constitucional aludida, así como 
el principio de buena fe contractual en su vertiente de ejecución de las obligaciones pactadas. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo directo en revisión 7107/2023. Ernesto Aguilar Garduño. 24 de abril de 2024. Cinco votos 
de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier 
Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Javier 
Eduardo Estrever Ramos. 
 
Tesis de jurisprudencia 74/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil veinticuatro. 



4 
 

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029384 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 2a./J. 80/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DERECHO AL MÍNIMO VITAL. SU CUMPLIMIENTO POR EL LEGISLADOR AL DISEÑAR UN 
ORDENAMIENTO TRIBUTARIO. 
 
Hechos: Con motivo de la entrada en vigor del decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 12 de noviembre de 2021, por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones, 
entre otras, el artículo 27, fracción X, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que establece los 
requisitos para que sea procedente la deducción por asistencia técnica, transferencia de tecnología 
o regalías, una persona moral promovió amparo en su contra. El Juzgado de Distrito sobreseyó en 
el juicio al estimar que la disposición no era autoaplicativa. El Tribunal Colegiado de Circuito levantó 
el sobreseimiento al estimar que la norma sí tenía esa naturaleza y reservó jurisdicción a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que 
conforme a lo señalado por el Tribunal Pleno en la tesis aislada P. VIII/2013 (9a.), el legislador, al 
diseñar el objeto de las contribuciones e identificar la capacidad idónea para contribuir, debe 
respetar un umbral libre o aminorado de tributación, según sea el caso, correspondiente a los 
recursos necesarios para la subsistencia de las personas, en el cual le está vedado ejercer sus 
facultades por no estar legitimada constitucionalmente la imposición de gravámenes sobre ese 
mínimo indispensable. 
 
Justificación: El derecho al mínimo vital se tutela de mejor manera cuando el legislador diseña el 
objeto de la contribución (a nivel constitucional) o el hecho imponible (a nivel legal) y excluye el 
umbral que no puede ser sometido a tributación (ni siquiera se llega al límite inferior o piso fiscal 
mínimo), es decir, porque no existe capacidad contributiva –no que sea insuficiente– para cumplir 
con la obligación respectiva, lo que no implica que mediante diversos mecanismos pueda tutelarlo 
(exención, deducción, minoraciones, estímulos, etcétera), pero sin que éstos puedan confundirse 
con el citado derecho al mínimo vital. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo en revisión 140/2024. Nortia Impulsora, S.A. de C.V. 5 de junio de 2024. Cinco votos de los 
Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier 
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Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán; la Ministra Lenia Batres Guadarrama manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Nota: La tesis aislada P. VIII/2013 (9a.), de rubro: "DERECHO AL MÍNIMO VITAL. SUS ALCANCES EN 
MATERIA TRIBUTARIA." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 13 de diciembre de 2013 a las 13:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 1, Tomo I, diciembre de 2013, página 138, con número de registro 
digital: 159819. 
 
Tesis de jurisprudencia 80/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029386 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: 2a./J. 75/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DERECHOS POR LOS SERVICIOS RELACIONADOS CON EL OTORGAMIENTO DE PERMISOS PARA LA 
CONSTRUCCIÓN DE OBRAS DENTRO DEL DERECHO DE VÍA DE LOS CAMINOS Y PUENTES DE 
JURISDICCIÓN FEDERAL. EL ARTÍCULO 172, FRACCIONES I Y V, DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS 
VIGENTE EN 2022, QUE PREVÉN LAS CUOTAS PARA SU PAGO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA. 
 
Hechos: Una persona moral realizó pagos por concepto de los derechos previstos en el artículo 
señalado. A partir de ello promovió amparo indirecto en su contra. El Juzgado de Distrito negó la 
protección solicitada. En su contra interpuso recurso de revisión del que conoció la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que las 
fracciones I y V del artículo 172 de la Ley Federal de Derechos regulan hipótesis no susceptibles de 
comparación para emprender un juicio de equidad tributaria. 
 
Justificación: El servicio prestado por el Estado en el caso de la fracción I se refiere a obras e 
instalaciones marginales (aéreas, superficiales, etcétera) distintas de las subterráneas, pues éstas se 
regulan en la fracción V, por lo que no se presta el mismo servicio por cada supuesto. La fracción I 
establece un derecho genérico respecto a los estudios técnicos de planos, proyectos y memorias de 
obras e instalaciones marginales dentro del derecho de vía en carreteras y puentes de jurisdicción 
federal. La fracción V prescribe un derecho específico sobre dichos estudios técnicos, cuando se 
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realicen dentro del derecho de vía en carreteras, puentes o vías férreas, de manera subterránea 
para cables de redes de telecomunicación. Adicionalmente, la fracción I toma en cuenta para la 
prestación del servicio el parámetro relativo a 100 metros o fracción que exceda de esta longitud, 
mientras que la fracción V atiende a la unidad de medida kilómetro o fracción, lo cual revela el 
distinto tratamiento. Así, el monto de la cuota que el legislador le otorgó a los estudios técnicos de 
planos, proyectos y memorias de obras e instalaciones marginales dentro del derecho de vía, en uno 
u otro caso, revela que no son supuestos normativos susceptibles de comparación, debido a que 
regulan hipótesis diversas, de ahí que no procede realizar un juicio de equidad tributaria debido a 
que no es idóneo el término de comparación propuesto, es decir, no es factible comparar los 
servicios de la fracción I con los de la fracción V. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo en revisión 79/2024. Mega Cable, S.A. de C.V. 22 de mayo de 2024. Cinco votos de los 
Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier 
Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez. 
 
Tesis de jurisprudencia 75/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029391 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 81/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
FRAUDE, ELUSIÓN, EVASIÓN O CONDUCTAS ILÍCITAS EN MATERIA FISCAL. SU PREVENCIÓN Y 
COMBATE SON UNA FINALIDAD CONSTITUCIONALMENTE VÁLIDA (ARTÍCULO 27, FRACCIÓN X, DE 
LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA). 
 
Hechos: Con motivo de la entrada en vigor del decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 12 de noviembre de 2021, por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones, 
entre otras, el artículo 27, fracción X, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que establece los 
requisitos para que sea procedente la deducción por asistencia técnica, transferencia de tecnología 
o regalías, una persona moral promovió amparo en su contra. El Juzgado de Distrito sobreseyó en 
el juicio al estimar que la disposición no era autoaplicativa. El Tribunal Colegiado de Circuito levantó 
el sobreseimiento al estimar que la norma sí tenía esa naturaleza y reservó jurisdicción a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. 
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 27, fracción X, de la Ley del Impuesto sobre la Renta tiene como finalidad 
constitucionalmente válida la prevención del fraude, la evasión, la elusión o las conductas ilícitas en 
materia fiscal. 
 
Justificación: Es un hecho notorio que las autoridades legislativas y ejecutivas del Estado Mexicano 
se encuentran obligadas a combatir la elusión, la evasión y el fraude fiscal, pues los contribuyentes 
que pretendan realizarlos buscan incumplir con la obligación de contribuir que corresponde a todos 
los que estén llamados a satisfacerla, ya que lo que dejen de pagar por tales conductas lo pagarán 
otros, lo que contraría la citada obligación que se justifica en la solidaridad social, económica y 
política. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo en revisión 140/2024. Nortia Impulsora, S.A. de C.V. 5 de junio de 2024. Cinco votos de los 
Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier 
Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán; la Ministra Lenia Batres Guadarrama manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Tesis de jurisprudencia 81/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029399 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: 2a./J. 47/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
LICENCIA POR CUIDADOS MÉDICOS. LIMITARLA A LOS CASOS DE MADRES O PADRES 
ASEGURADOS, CUYOS HIJOS HAYAN SIDO DIAGNOSTICADOS CON CÁNCER, TRANSGREDE LOS 
DERECHOS A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, ASÍ COMO A LA SEGURIDAD Y PREVISIÓN 
SOCIAL (ARTÍCULOS 140 BIS DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL Y 37 BIS DE LA LEY DEL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO). 
 
Hechos: Los padres de un menor de edad diagnosticado con atrofia muscular espinal tipo I 
reclamaron la inconstitucionalidad de los artículos 140 Bis de la Ley del Seguro Social y 37 Bis de la 
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, que establecen 
que las madres o los padres trabajadores asegurados, cuyos hijos de hasta 16 años hayan sido 
diagnosticados con cáncer, podrán gozar de una licencia por cuidados médicos, pero que en ningún 
caso podrá otorgarse a ambos padres. Argumentaron que se viola el principio de igualdad y no 
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discriminación, al limitar la licencia a uno de los padres y excluir a los que tengan hijos o hijas con 
otras enfermedades de gravedad similar al cáncer. Se concedió el amparo al estimar que las normas 
reclamadas contravienen el principio de igualdad y no discriminación, así como los derechos de 
seguridad y previsión social. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social interpuso recurso de revisión 
en el que sostuvo que las normas debieron validarse realizando una interpretación conforme. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los 
artículos 140 Bis de la Ley del Seguro Social y 37 Bis de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado transgreden los derechos a la igualdad y no discriminación, 
así como a la seguridad y previsión social. 
 
Justificación: Los artículos referidos hacen una distinción injustificada entre madres y padres de hijos 
con enfermedades graves, de aquellos que han sido diagnosticados con cáncer. Los artículos 9 y 10 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y 19 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, advierten la obligación del Estado de reconocer el derecho a 
la seguridad social y con ello, conceder a la familia la máxima protección y asistencia posible cuando 
ésta es responsable del cuidado de sus hijas e hijos. También se ha precisado en el preámbulo y en 
el artículo 26 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que estas personas tienen derecho a 
cuidados y asistencia especiales, e incluso a beneficiarse de la seguridad social, sentido que también 
comparte la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los casos Vera Rojas y otros Vs. Chile, 
Mendoza y otros Vs. Argentina, y Fornerón e hija Vs. Argentina, en los que, de manera general, 
hacen referencia a la protección y garantía de los derechos a la salud, integridad y vida de niñas y 
niños que se encuentren bajo un tratamiento médico, cuidados paliativos o de rehabilitación. Los 
artículos 140 Bis y 37 Bis mencionados establecen una limitante en materia de igualdad, seguridad 
y previsión social, pues al establecer al cáncer como única enfermedad para gozar de una licencia 
de esta naturaleza, excluye injustificadamente a otras que, de acuerdo con la tasación establecida 
por el Congreso de la Unión, también implican someterse a periodos críticos de hospitalización o 
tratamientos destinados al alivio del dolor y cuidados paliativos, sin olvidar que niñas, niños y 
adolescentes, bajo el principio del interés superior de la niñez y la adolescencia, necesitan de una 
especial protección por parte de su familia, la sociedad y el Estado. De esta forma, debe entenderse 
que los padres de los niños, niñas y adolescentes que tengan una enfermedad de tal gravedad que 
requieran: 1) descanso médico en los periodos críticos de tratamiento; 2) hospitalización durante el 
tratamiento médico; o 3) tratamiento destinado al alivio del dolor y los cuidados paliativos, podrán 
solicitar licencia por cuidados médicos. Se hace especial énfasis en la gravedad del padecimiento, ya 
que la licencia está diseñada para proteger a las familias que cuentan con un integrante (niño, niña 
o adolescente) que enfrenta un padecimiento que le hace requerir de cuidados y acompañamiento 
prolongados de sus padres; sin que pretenda extenderse a cualquier tipo de padecimiento, sino 
solamente a los tasados por el Congreso de la Unión en los que se cumpla con los requisitos previstos 
por la norma, es decir, que sea una enfermedad grave que implique periodos críticos, hospitalización 
o tratamiento destinado al alivio del dolor y cuidados paliativos. 
 
SEGUNDA SALA. 
Amparo en revisión 590/2023. José Ignacio Martínez Name y otros. 28 de febrero de 2024. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, 
Lenia Batres Guadarrama y Alberto Pérez Dayán; la Ministra Yasmín Esquivel Mossa manifestó que 
formularía voto concurrente. Ausente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Lenia Batres Guadarrama. 
Secretario: Netzaí Sandoval Ballesteros. 
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Tesis de jurisprudencia 47/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veinticuatro de abril de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029406 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: 2a./J. 72/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
REINTEGRO DE GASTOS MÉDICOS. EL ARTÍCULO 87 DEL REGLAMENTO DE PRESTACIONES 
MÉDICAS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, QUE RELEVA DE RESPONSABILIDAD AL 
INSTITUTO CUANDO UN DERECHOHABIENTE DECIDE INTERNARSE EN UNA UNIDAD DISTINTA, NO 
VIOLA LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 
 
Hechos: Un derechohabiente promovió juicio administrativo en contra de la resolución por la que 
el Instituto Mexicano del Seguro Social le negó el reintegro de los gastos médicos que desembolsó 
en virtud de que optó por hospitalizarse en una clínica privada; resolución cuya validez fue 
reconocida por el Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 87 del Reglamento de Prestaciones Médicas del Instituto Mexicano del Seguro Social, que 
lo releva de obligaciones cuando un derechohabiente, por propia decisión y bajo su responsabilidad, 
se interne en una unidad hospitalaria que no pertenezca al instituto, no transgrede los principios de 
reserva de ley y de subordinación jerárquica inferidos del artículo 89, fracción I, de la Constitución 
Federal. 
 
Justificación: Los artículos 7 y 8 de la Ley del Seguro Social contienen una cláusula habilitante al 
indicar que las condiciones de las prestaciones médicas se preverán en los reglamentos, mientras 
que sus artículos 86 y 303 disponen que para tener derecho a esas prestaciones –entre ellas, la 
hospitalización–, el asegurado debe sujetarse a las prescripciones y los tratamientos que le sean 
indicados por el Instituto, cuyos servidores públicos deberán observar un buen trato y calidad en la 
atención a los derechohabientes, y que pueden ser sujetos de responsabilidad cuando incurran en 
deficiencias. El referido artículo 87, al establecer que el Instituto Mexicano del Seguro Social será 
relevado de obligaciones cuando el derechohabiente se interne en una unidad ajena por propia 
decisión, no excede la legislación secundaria, ya que es ésta la que prevé la internación clínica como 
prestación médica y la responsabilidad del Instituto cuando no se preste un trato de calidad, 
mientras la disposición reglamentaria sólo la complementa. 
 
SEGUNDA SALA. 
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Amparo directo en revisión 2490/2024. Armando Fong Fong. 26 de junio de 2024. Cinco votos de 
los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier 
Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Iveth López 
Vergara. 
 
Tesis de jurisprudencia 72/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029389 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: 2a./J. 64/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DIFERENCIAS SALARIALES Y/O PENSIONARIAS. PUEDE CONDENARSE A SU PAGO ACOTADO POR 
UN PERIODO QUE ABARQUE HASTA LA FECHA DE CUMPLIMIENTO DEL LAUDO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 
al analizar si en los laudos puede condenarse al pago de diferencias salariales y/o pensionarias por 
un periodo que sólo abarque hasta la fecha de presentación de la demanda natural, o bien, si el 
periodo puede extenderse hasta la fecha de cumplimiento del laudo. Uno se apoyó en la Ley Federal 
del Trabajo y el otro en la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en los 
laudos puede condenarse al pago de diferencias salariales y/o pensionarias, acotadas por un periodo 
que abarque hasta la fecha de cumplimiento del laudo. 
 
Justificación: La Ley Federal del Trabajo y la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos no proscriben 
el reclamo de prestaciones acaecidas con posterioridad a la presentación de la demanda natural. Si 
ya se acreditó la procedencia de un derecho, como lo es que el salario o la pensión sean pagados a 
la persona trabajadora o pensionada en un monto superior al que originalmente se hacía, entonces 
ese derecho debe protegerse no sólo hasta la fecha de la presentación de la demanda natural en sí 
misma, sino hasta la fecha de cumplimiento del laudo. Esto, con el libre arbitrio de las autoridades 
laborales de imponer las condicionantes que estimen necesarias, así como de abrir el incidente de 
liquidación. 
 
SEGUNDA SALA. 
Contradicción de criterios 125/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
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del Décimo Octavo Circuito. 3 de julio de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 
Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo 
directo 273/2022, el cual dio origen a la tesis aislada XVI.1o.T.6 L (11a.), de rubro: "CONDENAS EN 
LOS JUICIOS LABORALES. NO DEBEN IMPONERSE POR POSIBLES INCUMPLIMIENTOS FUTUROS.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo VII, junio 
de 2023, página 6711, con número de registro digital: 2026745, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Octavo Circuito, 
al resolver los amparos directos 828/2023 y 882/2023. 
 
Tesis de jurisprudencia 64/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de catorce de agosto de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029402 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Laboral 

Tesis: 2a./J. 71/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
PENSIÓN DE CESANTÍA EN EDAD AVANZADA. SU CUANTÍA DEBE ACTUALIZARSE ANUALMENTE 
CONFORME AL ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS AL CONSUMIDOR. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 
al analizar cómo debía actualizarse la cuantía de la pensión de cesantía en edad avanzada otorgada 
conforme al artículo 168 de la derogada Ley del Seguro Social. Mientras que uno estimó que deben 
cuantificarse con base en el Índice Nacional de Precios al Consumidor, en términos del artículo 
décimo primero transitorio del decreto que reformó la Ley del Seguro Social, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2001, el otro consideró que debe observarse el artículo 
décimo cuarto transitorio del propio decreto, conforme al cual las pensiones no pueden ser 
inferiores al salario mínimo y sólo en el caso de que la actualización con base en el referido Índice 
sea más benéfica, éste será aplicable. 
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Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
cuantía de la pensión por cesantía en edad avanzada otorgada conforme al artículo 168 de la 
derogada Ley del Seguro Social y con posterioridad a la publicación del artículo décimo primero 
transitorio mencionado, debe actualizarse anualmente conforme al Índice Nacional de Precios al 
Consumidor. 
 
Justificación: El artículo 168 aludido determina que el monto inicial de la pensión de invalidez, de 
vejez o cesantía en edad avanzada, incluyendo las ayudas asistenciales y asignaciones familiares, no 
puede ser inferior al 100 % del salario mínimo general vigente para el entonces Distrito Federal (hoy 
Ciudad de México). Por su parte, en el artículo décimo cuarto transitorio indicado se dispuso un 
mecanismo para nivelar las pensiones previendo dos escenarios para el caso de que la pensión fuera 
inferior al salario mínimo o superior a ello. Una vez nivelada la pensión, conforme al artículo décimo 
primero transitorio referido, la cuantía de las pensiones otorgadas al amparo de la derogada Ley del 
Seguro Social debe actualizarse anualmente conforme al Índice Nacional de Precios al Consumidor. 
Esto obedeció a la intención del legislador de homologar el parámetro de actualización de las 
pensiones otorgadas tanto por la Ley derogada como por la vigente, con motivo de la desventaja 
que implicaba el que las pensiones otorgadas al amparo de la ley vigente hasta el 30 de junio de 
1997 tuvieran como parámetro de incremento el salario mínimo general para el Distrito Federal. El 
Índice Nacional de Precios al Consumidor es el instrumento estadístico por medio del cual se mide 
el fenómeno económico que se conoce como inflación, que consiste en el crecimiento continuo y 
generalizado de los precios de los bienes y servicios que se expenden en una economía. Que la 
actualización se realice conforme al citado Índice y no en salarios mínimos no constituye una 
afectación al mínimo vital, pues la actualización de las pensiones no equivale a la remuneración que 
reciben los trabajadores por su labor, pues éstas se encuentran ya dentro de un nuevo ámbito de 
naturaleza administrativa y, por tanto, procede que se fije como parámetro en su actualización una 
medida de referencia como lo es el Índice Nacional de Precios al Consumidor. 
 
SEGUNDA SALA. 
Contradicción de criterios 157/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito. 10 de julio de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 
Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Alejandro Félix González Pérez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, al 
resolver el amparo directo 910/2023, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 295/2023. 
 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 295/2023, resuelto por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, derivó la tesis aislada I.2o.T.15 L (11a.), de 
rubro: "PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA. SUS INCREMENTOS DEBEN CALCULARSE CON 
BASE EN EL SALARIO MÍNIMO VIGENTE Y NO CON EL ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS AL 
CONSUMIDOR (INPC), CUANDO AQUÉL RESULTE MÁS BENÉFICO.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 12 de abril de 2024 a las 10:16 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 36, Tomo V, abril de 2024, página 4588, 
con número de registro digital: 2028590. 
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Tesis de jurisprudencia 71/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029403 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: 2a./J. 63/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
PRESCRIPCIÓN EN MATERIA LABORAL. FORMA DE COMPUTAR EL PLAZO DE 2 MESES PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 518 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO PARA EJERCER LAS ACCIONES DE LAS 
PERSONAS QUE SEAN SEPARADAS DEL EMPLEO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 
al analizar la forma en que debe computarse el plazo de prescripción de dos meses a que se refiere 
el artículo mencionado. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
plazo previsto en el artículo 518 de la Ley Federal del Trabajo para la prescripción de las acciones 
laborales de los trabajadores que sean separados del empleo, debe computarse de la siguiente 
manera: 1) se cuentan los dos meses de calendario completos y continuos (con el número de días 
que les correspondan conforme al artículo 522, y si dicho lapso concluye en día inhábil, se recorrerá 
al día hábil siguiente); 2) a ese lapso de dos meses se suman los días en que estuvo suspendido el 
plazo con motivo de la conciliación prejudicial, esto es, los que transcurran desde la presentación 
de la solicitud hasta la fecha en que se emita la constancia de no conciliación o la determinación del 
archivo del expediente por falta de interés de parte; y 3) si concluye en día inhábil, se recorre al día 
hábil siguiente. 
 
Justificación: El artículo 518 aludido precisa que la prescripción corre a partir del día siguiente a la 
fecha de la separación de la persona trabajadora, y que ese término se suspenderá a partir de la 
fecha de presentación de la solicitud de conciliación. Expresamente indica que el término 
prescriptivo se suspende durante el periodo en que se realizan las acciones relativas a la conciliación 
entre las partes ante el Centro de Conciliación correspondiente, por lo que dicho lapso no debe 
considerarse como parte del plazo de prescripción. Conforme a lo anterior, las acciones de las 
personas trabajadoras que sean separadas de su empleo prescriben en dos meses, los cuales deben 
computarse conforme a los meses calendario completos, esto es, en atención al número de días que 
correspondan a cada uno de ellos, y si dicho lapso concluye en día inhábil, éste se recorrerá al día 
hábil siguiente. Lo anterior, ya que así se determina en el artículo 522 de la legislación laboral en 



14 
 

cita, específicamente, para efectos de la prescripción. Además, así lo determinó esta Segunda Sala 
en la jurisprudencia 2a./J. 27/95, de rubro: "PRESCRIPCIÓN LABORAL. PARA EL CÓMPUTO 
RESPECTIVO, LOS MESES SE REGULAN POR EL NÚMERO DE DÍAS QUE LES CORRESPONDAN.", al 
analizar dichos preceptos legales, los cuales en las porciones en comento no han sido reformados. 
 
SEGUNDA SALA. 
Contradicción de criterios 141/2024. Entre los sustentados por el Décimo Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito. 3 
de julio de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, 
Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Illiana Camarillo González. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver 
el amparo directo 767/2023, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 508/2023. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 27/95 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, julio de 1995, página 87, con número de registro 
digital: 200768. 
 
De la sentencia que recayó al amparo directo 767/2023, resuelto por el Décimo Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Primer Circuito, derivaron las tesis aisladas I.10o.T.16 L (11a.) y I.10o.T.15 
L (11a.), de rubros: "PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES DE LOS TRABAJADORES QUE SON SEPARADOS 
DE SU EMPLEO. FORMA DE COMPUTAR EL PLAZO RELATIVO." y "PRESCRIPCIÓN EN MATERIA 
LABORAL. EL ARTÍCULO 518 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO ES LA NORMA ESPECIAL APLICABLE A 
LAS ACCIONES JURISDICCIONALES DE LOS TRABAJADORES QUE SON SEPARADOS DEL TRABAJO.", 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de abril de 2024 a las 10:16 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 36, Tomo V, abril de 
2024, páginas 4600 y 4602, con números de registro digital: 2028592 y 2028593, respectivamente. 
 
Tesis de jurisprudencia 63/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de catorce de agosto de dos mil veinticuatro.  
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029398 

Instancia: Segunda Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: 2a. I/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
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Tipo: Aislada 
 
LICENCIA POR CUIDADOS MÉDICOS. INTERPRETACIÓN CONFORME DE LOS ARTÍCULOS 140 BIS DE 
LA LEY DEL SEGURO SOCIAL Y 37 BIS DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. 
 
Hechos: Los padres de un menor de edad diagnosticado con atrofia muscular espinal tipo I 
reclamaron la inconstitucionalidad de los artículos 140 Bis de la Ley del Seguro Social y 37 Bis de la 
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, que establecen 
que las madres o los padres trabajadores asegurados, cuyos hijos de hasta 16 años hayan sido 
diagnosticados con cáncer, podrán gozar de una licencia por cuidados médicos, pero que en ningún 
caso podrá otorgarse a ambos padres. Argumentaron que se viola el principio de igualdad y no 
discriminación, al limitar la licencia a uno de los padres y excluir a los que tengan hijos o hijas con 
otras enfermedades de gravedad similar al cáncer. Se concedió el amparo al estimar que las normas 
reclamadas contravienen el principio de igualdad y no discriminación, así como los derechos de 
seguridad y previsión social. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social interpuso recurso de revisión 
en el que sostuvo que las normas debieron validarse realizando una interpretación conforme. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
prohibición de otorgar la licencia por cuidados médicos de los hijos a ambos padres, prevista en 
dichos preceptos, se refiere a la imposibilidad de que se utilice simultáneamente. Es decir, se 
permite que ambos la gocen en forma sucesiva o alternativa. 
 
Justificación: Las normas que ordenan que en ningún caso se podrá otorgar dicha licencia por 
cuidados médicos de los hijos a ambos padres trabajadores, deben leerse a la luz de las obligaciones 
asumidas por el Estado mexicano en instrumentos internacionales. Por un lado, conforme a los 
artículos 9 y 10 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales se debe 
conceder a la familia la más amplia protección y asistencia posible, mientras tenga a su cargo el 
cuidado y la educación de sus hijas e hijos. Por otro, derivado del artículo 26 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, los Estados deben, en concreto, reconocer las prestaciones que otorga el 
derecho a la seguridad social teniendo en cuenta la situación del niño o niña. Las normas 
impugnadas pueden interpretarse de dos maneras. La primera implica que si uno de los 
progenitores ha solicitado la licencia, el segundo nunca podría obtenerla. La segunda interpretación 
puede significar que la prohibición se restringe a que ambos progenitores utilicen la licencia 
simultáneamente. Esta segunda acepción es más compatible con la lógica de la licencia, pues se 
podrá otorgar por periodos máximos de veintiocho días. Esta interpretación permitiría que uno de 
los progenitores solicite la licencia y el segundo otra, una vez agotada la primera. En este esquema 
tanto el padre como la madre pueden obtener las licencias en forma escalonada, y la norma 
persistiría impidiendo que ambos padres trabajadores la gocen al mismo tiempo. En cambio, la 
primera interpretación, además de restringir el derecho a la seguridad social, puede resultar en una 
discriminación indirecta por sus efectos al favorecer que fuesen las mujeres trabajadoras –quienes 
han tenido asignadas en mayor medida las tareas de cuidado– las que solicitaran este tipo de 
licencias. Por ello, la segunda interpretación es la única que deviene conforme con la Constitución 
Federal y los tratados internacionales en materia de derechos humanos que reconocen el derecho 
a la seguridad social. Así, la norma debe leerse entendiendo que permite que ambos progenitores 
gocen de la licencia en forma sucesiva o alterna. 
 
SEGUNDA SALA. 
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Amparo en revisión 590/2023. José Ignacio Martínez Name y otros. 28 de febrero de 2024. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, 
Lenia Batres Guadarrama y Alberto Pérez Dayán; mayoría de tres votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis; la Ministra Yasmín Esquivel Mossa manifestó que formularía voto 
concurrente. Ausente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Lenia Batres Guadarrama. Secretario: Netzaí 
Sandoval Ballesteros. 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2024 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 

 
 

Registro digital: 2029415 

Instancia: Segunda Sala 
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Materias(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 70/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN 
DEL PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN EN MATERIA DE AGUAS NACIONALES. 
 
Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar 
si procede el juicio contencioso administrativo contra la resolución del procedimiento de 
verificación en materia de aguas nacionales. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
resolución del procedimiento de verificación en materia de aguas nacionales no tiene la naturaleza 
de una "resolución definitiva" para efectos de la procedencia del juicio contencioso administrativo 
federal, como lo establece el artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa. 
 
Justificación: El juicio contencioso administrativo es una vía de jurisdicción restringida donde su 
procedencia está condicionada a que el acto a impugnar se reconozca en la norma como hipótesis 
de procedencia expresa de la acción. Para que se actualice la competencia material del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa contra resoluciones de autoridades de la misma naturaleza, deben 
verificarse dos requisitos: 1) que la resolución sea definitiva; y 2) que se ubique en alguna de las 
hipótesis del artículo 3 mencionado. Ello no sucede respecto de la resolución con la que concluye el 
procedimiento de verificación en materia de aguas nacionales, porque si bien es un procedimiento 
diverso e independiente al de imposición de sanciones previsto en la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo aplicable a la materia de aguas nacionales, lo cierto es que en la resolución de 
verificación no se contendrá la determinación final de la autoridad administrativa y, por tanto, no 
se fijará en definitiva la situación jurídica del particular, ya que en ella sólo se dejarán firmes los 
hechos u omisiones observados en la visita de inspección o verificación, sin que sobre ellos pueda 
emitirse algún tipo de calificación sobre las conductas circunstanciadas y, por consiguiente, sin que 
pueda imponerse algún tipo de sanción, pues para ello será necesario sustanciar y resolver el 
procedimiento de imposición de sanciones, hecho lo cual podrán hacerse valer los vicios contenidos 
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tanto en el procedimiento como en la resolución de verificación. No pasa inadvertido que con 
motivo de la inspección o de su informe la autoridad administrativa puede emitir medidas de 
seguridad, como la clausura temporal o suspensión en términos de la Ley de Aguas Nacionales; no 
obstante, en ese supuesto tampoco procede el juicio contencioso administrativo federal, pues tales 
medidas constituyen un acto de molestia de carácter preventivo que no buscan cumplir los fines del 
procedimiento de imposición de sanciones, sino restringir de manera provisional un derecho con la 
finalidad de evitar un posible riesgo a un bien de mayor entidad, como la salud o seguridad públicas. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de criterios 102/2024. Entre los sustentados por el Pleno del Décimo Cuarto Circuito 
y el Vigésimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 10 de julio 
de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres 
Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa, quien 
manifestó que formularía voto particular. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Anette 
Chara Tanus. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Pleno del Décimo Cuarto Circuito, al resolver la contradicción de tesis 1/2013, la cual dio origen a 
la tesis de jurisprudencia PC.XIV. J/1 A (10a.), de rubro: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. PROCEDE CONTRA LA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA DE VERIFICACIÓN Y LOS VICIOS COMETIDOS DURANTE EL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO RESPECTIVO EN MATERIA DE AGUAS NACIONALES, AUN CUANDO AQUÉLLA SEA 
DE NATURALEZA DECLARATIVA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 
de junio de 2014 a las 12:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 7, Tomo II, junio de 2014, página 1191, con número de registro digital: 2006613, y 
 
El sustentado por el Vigésimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 735/2023. 
 
Tesis de jurisprudencia 70/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintiuno de agosto de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de 
septiembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
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